
 

 

RESOLUCIÓN DEL CONSEJERO DE HACIENDA Y ADMINISTRACIONES PÚBLICAS POR LA QUE 

SE ORDENA EL INICIO DEL EXPEDIENTE DE ELABORACIÓN DEL ANTEPROYECTO DE LEY DE 

MEDIDAS URGENTES DE AGILIZACIÓN Y SIMPLIFICACIÓN DE PROCEDIMIENTOS PARA LA 

GESTIÓN Y EJECUCIÓN DE LOS FONDOS DE RECUPERACIÓN. 

La pandemia mundial provocada por la COVID-19 en el mes de marzo del pasado año ha originado una 

crisis sanitaria sin precedentes que se ha ido transmitiendo a gran velocidad a la economía y a la 

sociedad, afectando tanto a la actividad productiva como a la demanda y al bienestar de los ciudadanos. 

En este contexto, el pasado 14 de diciembre de 2020, el Consejo de la Unión Europea, a propuesta de la 

Comisión, aprobó el Reglamento (UE) 2020/2094, por el que se establece un Instrumento de 

Recuperación de la Unión Europea para apoyar la recuperación tras la crisis de la COVID-19. Se trata, 

como dice, el propio Reglamento de una respuesta excepcional a circunstancias temporales pero 

extremas, que se traduce en una ayuda por importe de 750.000 millones de euros, que, según reza el 

considerando 6, solo debe destinarse a hacer frente a las consecuencias económicas adversas de la 

crisis de la COVID-19 o a las necesidades de financiación inmediatas para evitar un rebrote de esta crisis.  

El citado Reglamento deja clara la importancia de utilizar estos fondos en los primeros años de la 

aplicación del Instrumento y, en su artículo 3.9, establece normas y plazos concretos de ejecución 

presupuestaria para los distintos tipos de ayuda, cuyos pagos, salvo excepciones, deben estar realizados 

antes del 31 de diciembre de 2026. Además, antes del 31 de diciembre de 2022, la Comisión deberá 

elaborar y presentar al Consejo un informe sobre los progresos realizados en la aplicación del 

Instrumento y la utilización del apoyo asignado.   

Los plazos previstos en el citado reglamento junto con los rigurosos controles previstos en el mismo para 

la asignación y ejecución presupuestaria de los fondos, va a requerir de las Administraciones Públicas 

una respuesta, igualmente extraordinaria, ágil y eficaz, a fin de que el mayor número de proyectos e 

inversiones puedan beneficiarse de la ayuda económica prevista en el Instrumento.        

La importancia de los recursos que se prevé llegarán a Castilla-La Mancha en los próximos meses y la 

celeridad requerida en la ejecución de los proyectos financiados con los fondos europeos, condicionada, 

a su vez, por las garantías y sistemas de control establecidos para asegurar que dicha gestión se realiza 

de conformidad con todas las normas aplicables para lograr la máxima eficiencia de los fondos, plantea a 

la Administración regional un reto sin precedentes. 

Los objetivos perseguidos por los mecanismos de financiación europeos y el reducido marco temporal 

establecido para lograr su cumplimiento, hacen necesario, de forma excepcional y con carácter temporal, 

disminuir las cargas administrativas y agilizar los procedimientos sin merma de las garantías y el rigor que 

deben regir la actuación pública. Una gestión eficiente, rigurosa y transparente, compatible con los plazos 

previstos en los Reglamentos (UE) 2020/2094 del Consejo y 2021/241 del Parlamento y del Consejo 

exige revisar algunos procedimientos administrativos y adoptar medidas en materia de contratación, de 

gestión económica y de control presupuestario, con el fin de eliminar o simplificar trámites, acortar plazos 

y, en definitiva, agilizar la tramitación de los procedimientos vinculados a la gestión de los fondos.  



 

 

En definitiva, el objetivo principal de esta iniciativa legislativa, es posibilitar la eficiencia administrativa de 

la Administración regional en la gestión de los fondos europeos de recuperación, mediante la 

simplificación de los procedimientos administrativos (contratación, subvenciones, control presupuestario, 

recursos humanos, etc), ejerciéndose para ello, las competencias exclusivas atribuidas a la Junta de 

Comunidades de Castilla-La Mancha por los artículos 31.1.1.ª y 28.ª y 39.3 de su Estatuto de Autonomía, 

en materia de regulación de la organización, régimen y funcionamiento de sus instituciones de 

autogobierno y del procedimiento administrativo derivado de las especialidades de dicha organización.  

Puesto que el Estatuto de Autonomía de Castilla-La Mancha no habilita al Consejo de Gobierno para 

dictar disposiciones legislativas con la forma de Decreto-Ley, es necesario acudir a la tramitación urgente 

de la norma, a fin de que las respuestas que ofrece estén a disposición de los gestores de fondos en el 

plazo más breve posible. 

Por otro lado, por motivos de eficiencia, se aprovechará la tramitación de esta iniciativa legislativa para 

incorporar modificaciones normativas en otros ámbitos que, a propuesta de las distintas consejerías y 

organismo autónomos, se considere necesario acometer en estos momentos.  

Así, el artículo 35 de la Ley 11/2003, de 25 de septiembre, del Gobierno y del Consejo Consultivo de 

Castilla-La Mancha, establece la necesidad de que la iniciativa legislativa del Consejo de Gobierno se 

elabore y tramite como Anteproyecto de Ley, tarea que corresponde a la Consejería de Hacienda y 

Administraciones Públicas, en virtud de lo dispuesto en el Decreto 80/2019, de 16 de julio, por el que se 

establece la estructura orgánica y competencias de la Consejería de Hacienda y Administraciones 

Públicas. 

RESUELVO: Ordenar a la Secretaría General, en coordinación con las Secretarías Generales afectadas, 

la elaboración, con el carácter de urgencia en su tramitación, del Anteproyecto de Ley de Medidas 

Urgentes de Agilización y Simplificación de Procedimientos para la Gestión y Ejecución de los Fondos 

Europeos de Recuperación. 

 


